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Certiorari 
Procedente del 
Tribunal de Primera 
Instancia, Sala 

Superior de Ponce 
 

 
Número:  
J PE2016-0249 

 
 

SOBRE:  
Recusación por 
domicilio 

Panel integrado por las Juezas Cintrón Cintrón, Grana Martínez 

Brignoni Martir. 
 

Grana Martínez, Jueza ponente. 
 

SENTENCIA 

 
En San Juan, a 5 de agosto de 2016. 

 

  Compareció ante nosotros el Lcdo. Jaime Luis Ríos Martínez 

(Ríos Martínez), Comisionado Electoral Alterno del PNP, para 

pedirnos revisar una Sentencia del Tribunal de Primera Instancia, 

Sala Superior de Ponce (foro primario, o foro recurrido). Mediante 

la determinación en cuestión, el foro primario se declaró sin 

jurisdicción para atender un recurso con el cual Ríos Martínez 

intentó apelar una determinación del Presidente de la Comisión 

Local de Villalba Recinto 065 (Comisión de Villalba). 

I.  

El 18 de mayo de 2016, la Comisión de Villalba desestimó 

242 recusaciones por razón de domicilio. El 31 del mismo mes y 

año, Ríos Martínez (el peticionario) apeló esta determinación ante 

el foro primario. 
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El 3 de junio de 2016, se presentó una Moción de 

Desestimación cuestionando la jurisdicción del foro recurrido al 

amparo de los artículos 2.003, 5.005 y 4.001 de la Ley Electoral, 

infra. El 5 de julio del mismo año, Ríos Martínez presentó su 

escrito en oposición. Dos días después1, se celebró una vista para 

escuchar las posturas de ambas partes en torno a la jurisdicción 

del Tribunal.  

El 8 de julio de 2016, el foro primario emitió una Sentencia. 

Determinó que, en virtud de las disposiciones de la Ley electoral, 

infra, durante los 30 días previos a una elección, el término para 

solicitar revisión es de 24 horas. Como la determinación apelada se 

notificó el 18 de mayo y las elecciones primarias se celebraron el 5 

de junio, el foro primario concluyó que los apelantes presentaron 

su recurso fuera del término para hacerlo. Por tal motivo, se 

declaró sin jurisdicción para atender la controversia y desestimó el 

recurso. 

Inconforme, Ríos Martínez acudió ante nosotros mediante 

solicitud de certiorari. Imputó al foro recurrido la comisión de los 

siguientes dos errores:  

1. Erró el TPI al computar el término de 10 días 

para que la parte acudiera en apelación de 

conformidad al Artículo 2.003 de la Ley Electoral y 

la Regla 68.1 de las Reglas de Procedimiento Civil. 

 

2. Erró el TPI al determinar que el término 

jurisdiccional era de 24 horas al interpretar los 

términos de los Artículos 4.001 y 5.005 de la Ley 

Electoral de Puerto Rico para apelar las decisiones 

de las Comisiones Locales sobre recusaciones por 

domicilio. 

Respecto al primer error imputado, el peticionario sostuvo 

que, a tenor con las disposiciones de la Regla 68.1 de 

Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V, R. 68.1) el término de 10 días 

para solicitar revisión se extendía hasta el 31 de mayo de 2016, 

                                                 
1 El 7 de julio de 2016. 
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que fue la fecha en que presentó su recurso ante el foro primario2. 

En cuanto al segundo error, Ríos Martínez indicó que la 

determinación en cuanto a las recusaciones por domicilio que se 

pidió revisar no era para las elecciones primarias del 5 de junio, 

sino en torno a la elección general a celebrarse en noviembre, por 

lo que no aplicaba el término jurisdiccional de 24 horas, sino el de 

10 días.  

La parte recurrida presentó su escrito en oposición. Insistió 

en que el término aplicable era el de 24 horas. En su defecto, alegó 

que, aun de interpretar que el peticionario tenía 10 días para pedir 

revisión ante el foro primario, actuó fuera de tiempo. Ello, por 

entender que el antedicho término es “taxativo” y no se beneficia 

de las extensiones permisibles al amparo de la Regla 68.1 de 

Procedimiento Civil, supra.  

II. 
 

La Ley Electoral del Estado Libre Asociado de Puerto Rico (16 

LPRA sec. 4001, et al.) regula lo relativo al proceso para apelar las 

determinaciones de la Comisión Estatal de Elecciones, como de 

una Comisión local. En lo que respecta a la primera, el proceso se 

describe en la Sección 4031 de la antedicha Ley, el cual dispone, 

en lo pertinente, que “[c]ualquier parte adversamente afectada 

por una resolución, determinación y orden de la Comisión3 

podrá, dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación 

de la misma, recurrir ante el Tribunal de Primera Instancia 

mediante la presentación de un escrito de revisión”. (Énfasis 

suplido). La antedicha Sección aclara también que “[d]entro de los 

treinta (30) días anteriores a una elección el término para 

presentar el escrito de revisión será de veinticuatro (24) horas”.  

                                                 
2 El término de 10 días vencía el sábado 28 de mayo, pero el siguiente día laborable era el 
martes 31 de mayo, ya que el lunes 30 de ese mes fue feriado por “Memorial Day”.  
3 Según aclarado en el apartado de “definiciones” de la Ley Electoral, se entenderá por 
“Comisión”, la Comisión Estatal de Elecciones.  
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Por su parte, el Artículo 5.005 de la Ley Electoral (16 LPRA 

Sec. 4045) describe el proceso para apelar las determinaciones del 

presidente de una comisión local. Específicamente en lo que 

atañe a las decisiones en torno a recusaciones por domicilio, la 

referida sección provee un término de diez (10) días para 

solicitar revisión ante el Tribunal de Primera Instancia.  

En lo que respecta al cómputo de los términos provistos por 

la Ley Electoral, el Artículo 2.004 (16 LPRA Sec. 4.004) dispone 

que aplicarán las Reglas de procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V), 

excepto para los artículos 3.005 y 5.005, los cuales serán 

taxativos. Sin embargo, el referido Art. 5.005, supra, hace una 

distinción entre lo que son los procedimientos internos ante la 

Comisión Local y aquellos ante el Tribunal de Primera Instancia. 

Respecto al segundo expresamente dispone que “[e]l tribunal 

tramitará estos casos dentro de los términos establecidos en el 

Artículo 4.001 de esta Ley”.  

Según dispuesto por el Artículo 2.004, supra, los términos 

del Artículo 4.001 se computarán al amparo de las Reglas de 

Procedimiento Civil, supra. A tal efecto, la Regla 68.1 del referido 

cuerpo legal expresamente dispone, en lo pertinente, lo siguiente:  

En el cómputo de cualquier término concedido por 
estas reglas, o por orden del tribunal o por cualquier 
estatuto aplicable, no se contará el día en que se 

realice el acto, evento o incumplimiento después del 
cual el término fijado empieza a transcurrir. El último 

día del término así computado se incluirá siempre que 
no sea sábado, domingo ni día de fiesta legal, 
extendiéndose entonces el plazo hasta el fin del 

próximo día que no sea sábado, domingo ni día 
legalmente feriado… 
 

Cabe destacar que la propia Ley Electoral, supra, provee 

para que se pueda acudir en revisión judicial de las 

determinaciones tomadas por el Tribunal de Primera Instancia. 

Así, el Artículo 4.002 expresamente dispone lo siguiente: 

Cualquier parte afectada por una decisión del Tribunal 
de Primera Instancia podrá presentar un recurso de 
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revisión fundamentado ante el Tribunal de 
Apelaciones, dentro de los diez (10) días siguientes a la 

notificación de la misma. El mismo término tendrá 
una parte afectada para recurrir al Tribunal Supremo 

en certiorari. El Tribunal Supremo y el Tribunal de 
Apelaciones tendrán un término de diez (10) días para 
resolver el caso ante su consideración. 

  
III 

 Ríos Martínez nos pide revocar al foro primario por entender 

que apeló la decisión de la comisión local dentro del término para 

hacerlo, por lo que no procedía la desestimación de su recurso. 

Luego de analizar en detalle los estatutos aplicables de la Ley 

Electoral, supra, entendemos que al peticionario le asiste la razón. 

Veamos. 

 De partida, compete aclarar que el Tribunal de Primera 

Instancia erró al interpretar que al amparo de la Ley Electoral, 

supra, la decisión del presidente de la comisión local debía 

apelarse dentro de 24 horas. La referida ley alude a dicho término 

cuando se trata de solicitudes de revisión de determinaciones de la 

Comisión Estatal de Elecciones que tienen lugar dentro de los 30 

días previos a una elección. Sin embargo, ello no aplica a 

revisiones de determinaciones de una comisión local. Por tal 

motivo, la interpretación hecha por el foro primario es contraria a 

Derecho y el error dos, según imputado, claramente se cometió4.  

 Ahora bien, la controversia central en este caso gira en torno 

a cómo computar el término de diez (10) días para pedir revisión de 

una determinación tomada por una comisión local. Según el 

peticionario, aplica la Regla 68.1 de Procedimiento Civil, supra; 

esto es, hacer el cálculo a partir del día siguiente a la notificación 

y, si el último día cae fin de semana o día feriado, extender el plazo 

al próximo día laborable. Por su parte, el recurrido entiende que el 

plazo de diez (10) días es “taxativo”, por lo que no cabe extensión 

                                                 
44 Según planteado por el peticionario, “[e]rró el TPI al determinar que el término 

jurisdiccional era de 24 horas al interpretar los términos de los Artículos 4.001 y 5.005 
de la Ley Electoral de Puerto Rico para apelar las decisiones de las Comisiones Locales 
sobre recusaciones por domicilio”. 
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alguna aun cuando el último día del término caiga en un día no 

laborable.   

 Para responder la controversia en cuestión, procede hacer 

un análisis integral de los Artículos 5.005, 4.001 y 2.004 de la ley 

Electoral, supra, a los cuales hicimos referencia en el apartado 

anterior. Al realizar este análisis no podemos perder de perspectiva 

que “[l]a  hermenéutica nos invita a otorgar al lenguaje de una ley 

una interpretación que valida el propósito que tuvo el legislador al 

aprobarla". Pueblo v. Figueroa Pomales, 172 DPR 403, 418 (2007). 

Por ello, debemos interpretar los referidos estatutos de la Ley 

Electoral, supra, "tomando en consideración los fines que persigue 

y la política pública que la inspira". Pueblo v. Figueroa Pomales, 

supra, pág. 418.  

Según dispuesto en la declaración de propósitos de la Ley 

Electoral (16 LPRA Sec. 4.002), la misma busca lograr “unas 

garantías de pureza procesal”. Ello, con el fin de “asegurar en 

forma cabal esa pureza tan necesaria para el desarrollo de nuestra 

democracia y paralelamente garantizar la confianza del electorado 

puertorriqueño”. Íd.  

Resulta incuestionable que parte de la pureza procesal de la 

que habla la ley debe ser garantizar el derecho a ser oído, y poder 

cuestionar las determinaciones tanto de la Comisión Electoral 

como de las comisiones locales. A tal efecto, la Ley Electoral, 

supra, provee un término razonable de diez (10) días para que se 

presenten revisiones ante el Tribunal de Primera Instancia sin que 

ello conlleve dilaciones innecesarias de estos procesos que, por su 

naturaleza, requieren resolverse con prontitud.  

En virtud de lo antes indicado, no puede interpretarse el 

Artículo 2.004, supra, en cuanto a que el término de diez (10) 

concedido para acudir en revisión ante el Tribunal de Primera 

Instancia debe computarse de una manera si la determinación que 
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se pide revisar proviene de la Comisión Electoral, y de otra si 

proviene de una comisión local. Esa es una interpretación que 

simplemente no hace sentido. 

Si bien es cierto que el referido Artículo 2.004, supra, indica 

que los términos del Artículo 5.005, supra, son taxativos, una 

lectura de este último, al menos en lo que respecta a la parte que 

hace referencia a las recusaciones por domicilio -que es la 

controversia que aquí nos atañe-, indica lo contrario. Ello es así, 

pues el Artículo 5.005, supra, claramente dispone que “[e]l 

tribunal tramitará estos casos (de recusaciones por domicilio) 

dentro de los términos establecidos en el Artículo 4.001 de 

esta Ley”.  

Si las recusaciones por domicilio se tramitan dentro de los 

términos establecidos en el Artículo 4.001 de la Ley Electoral, 

supra, ello implica que el término de diez (10) días para pedir 

revisión debe computarse a base de las disposiciones de la Regla 

68.1 de Procedimiento Civil, supra. Por tal motivo, si el último día 

del término cae en fin de semana o día feriado, debe extenderse al 

próximo día laborable. 

En el caso ante nuestra consideración, la determinación de 

la Comisión de Villalba en cuanto a la recusación por domicilio 

solicitada se notificó el 18 de mayo de 2016. El término para pedir 

revisión ante el Tribunal de Primera Instancia era de diez (10) días. 

Al hacer el cómputo según lo dispuesto en la Regla 68.1 de 

Procedimiento Civil, supra, el último día para acudir en revisión 

ante el foro primario era el martes 31 de mayo, que fue el día que 

el peticionario presentó su solicitud5.  

Por lo antes indicado, Ríos Martínez acudió ante el Tribunal 

de Primera Instancia dentro del término para pedir revisión de la 

                                                 
5
 Según el calendario, el décimo día era el sábado 27 de mayo. Por caer fin de semana, el 

término se extiende al próximo día laborable, que fue el martes 31 de mayo, ya que el 
lunes 30 fue feriado legal por “Memorial Day”, o Día de la Recordación. 
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determinación de la Comisión de Villalba. En consecuencia, el foro 

primario erró al declararse sin jurisdicción y desestimar el caso 

ante sí. Acorde a las disposiciones de la Ley Electoral, supra, 

procedía la celebración de una vista para dilucidar en sus méritos 

la procedencia o no de lo solicitado. Por tal motivo, al peticionario 

le asiste la razón.  

IV 

Por los fundamentos esbozados, expedimos el recurso solicitado 

y revocamos al foro recurrido. Se regresa el caso al Tribunal de 

Primera Instancia para que continúe con los procesos según 

dispuesto en esta Sentencia.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
Lcda. Mildred I. Rodríguez Rivera  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones Interina 


